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le había retirado la cesión del local social que le fue cedido por el ayuntamiento para desarrollar sus 
proyectos.

…

1.6.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.6.2.2. Empleo público, trabajo y seguridad social

…
En la queja 19/4338, el interesado nos plantea que el Ayuntamiento de Linares ha realizado una 

convocatoria de plazas de la escala básica del cuerpo de la Policía Local, realizando en sus bases una 
reserva del 35%, prevista en los propios planes de igualdad, con el fin de conseguir una composición 
equilibrada en la plantilla de Policía Local del citado organismo, considerando que dicho proceder vulnera 
lo establecido en el artículo 23.2 CE.

Examinado con detenimiento el escrito de queja, así como la normativa que resulta de aplicación, 
concluimos que la medida de discriminación positiva adoptada por el Ayuntamiento de Linares no 
comporta una actuación que pudiera ser contraria al ordenamiento jurídico y que por ello esta Institución 
pudiera entrar a investigar. Por el contrario esta medida encuentra su apoyo en el artículo 5 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Por estos motivos la 
queja no fue admitida a trámite.

…

1.6.2.9. Administración local
Que duda cabe que el el asociacionismo es entendido como una forma de participación social, en este 

contexto en el expediente de queja 19/1609, tratamos la formulada por la presidenta de una asociación 
feminista de un municipio de la provincia de Cádiz, que nos exponía como la misma recibió cesión de uso 
de local público para la realización de un curso de cocina y de talleres de cocina social.

Según hacía constar, como consecuencia de un breve periodo de baja por enfermedad en que no pudo 
dirigir el curso y realización del proyecto indicado, le fue retirada por la delegación municipal competente 
la cesión del local que utilizaban y se le habría cedido a una hermandad.

Admitida a trámite la queja y solicitado informe del ayuntamiento, por la Delegación Municipal de 
Participación Ciudadana, se nos comunicó lo siguiente:

“La interesada ya dispone de un aula en el edificio de ... en la que desde hace unos años imparte un curso 
de Camarera de Pisos.

Consultado el Registro de la Delegación Municipal de Participación Ciudadana, hemos constatado que 
no existe ninguna petición por escrito a nombre de la interesada a este respecto. Así mismo le traslado que 
nos gustaría satisfacer todas las peticiones de demandas que tiene este edificio municipal pero, a nuestro 
pesar, no es posible debido a la gran demanda del mismo.”

Añadía el ayuntamiento que la amplia demanda de cesión de locales municipales, les obligaba a tratar de 
satisfacer la mayor parte de solicitudes, ya que ello era muestra de la incipiente vida cultural y formativa 
del municipio a la que todos los ciudadanos y ciudadanas pueden acceder en igualdad de condiciones, ya 
fuera como alumnado o para impartir formación.

Visto el informe, consideramos que no se producía una actuación administrativa que fuera contraria al 
ordenamiento jurídico o que no respetara los principios constitucionales que está obligada a observar 
toda administración pública en su actividad.

1.7. Infancia, Adolescencia y Juventud
1.7.2. Niños y niñas en situación de especial vulnerabilidad
1.7.2.1. Denuncias de riesgo en el entorno social y familiar de los menores
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Suele ser frecuente que recibamos denuncias que relatan la situación de riesgo de algún menor, solicitando 
la intervención del Defensor para solventar el problema. A tales efectos, por carecer esta institución de 
competencias y medios para realizar dichas actuaciones de forma directa, nuestra intervención se centra 
en derivar de forma urgente el caso a las Administraciones públicas competentes para ello, efectuando un 
seguimiento de las actuaciones que al respecto hubieran podido realizar. 

Muchas de las denuncias que recibimos nos llegan procedentes de personas que tienen conocimiento de la 
situación de riesgo de algún menor por su relación de vecindad. Generalmente las personas denunciantes 
no nos proporcionen sus datos personales o nos solicitan expresamente que estos no sean revelados, todo 
ello por miedo a represalias por parte de la familia u otras personas del entorno. 

En estos supuestos, y a pesar de la fragilidad inherente a un testimonio proporcionado de forma anónima, 
ante la posibilidad de que pudiéramos pasar por alto una posible situación de riesgo, damos traslado de 
los hechos a la Administración más cercana a la familia -servicios sociales comunitarios- a fin de que, con 
la debidas cautelas, y procurando evitar intromisiones no necesarias en la intimidad familiar, se realicen las 
comprobaciones que fueran precisas y, en su caso, se activen los mecanismos previstos para la protección 
de los derechos e interés superior de los menores.

Los hechos denunciados suelen ser comunes y derivan de indicios visibles de atención inadecuada a 
algún menor, por el aspecto de su ropa, falta de higiene, por permanecer en la calle en horas inadecuadas. 
También son testigos directos de cómo los padres tienen un comportamiento despectivo respecto de los 
hijos -maltrato psicológico-, con gritos e insultos, a veces incluso con maltrato físico. Igualmente son 
lugares comunes en muchas de estas denuncias la situación generada por los problemas de drogadicción 
de los padres o la especial situación de riesgo que conlleva el ejercicio de la prostitución.

Sin dejar de lado que en algunos casos gracias a estas denuncias se tiene conocimiento por primera 
vez de la situación de riesgo de algún menor, y que gracias a ello la Administración puede intervenir 
en congruencia con la entidad de los indicios detectados, lo cierto es que tras nuestra intervención en 
la gran mayoría de las ocasiones hemos podido constatar que la situación de riesgo denunciada ya era 
conocida por los servicios sociales municipales, existiendo antecedentes de intervenciones con la familia, 
con altibajos de mayor o menor éxito, pero sin que el diagnóstico del problema, que es frecuente que esté 
cronificado, aconseje intervenciones que no pudieran ser ejecutadas en el mismo entorno social en que 
se desenvuelve la familia, sin separar a los menores de sus progenitores. (queja 18/6116, queja 19/3015, 
queja 19/5534, queja 19/6147).

Pero también es frecuente que las denuncias de riesgo provengan de la familia extensa. En este ámbito 
adquieren protagonismo las quejas remitidas por abuelos, sean estos por línea paterna o materna, que en 
abierta discrepancia con los padres sobre la atención que dispensan a sus nietos, se dirigen al Defensor 
para que intervengamos en su protección. 

Tras dar traslado de estas quejas a los servicios sociales municipales, en el informe que recibimos suele 
resaltarse un trasfondo de fuerte conflictividad familiar, con enfrentamiento entre los padres y su familia 
extensa, o entre la familias extensas paterna y materna, lo cual a su vez influye en la estabilidad familiar 
y en el cuidado que se proporciona a los menores. Dicha conflictividad familiar dificulta en mucho la 
intervención de los servicios sociales y condiciona la efectividad de las posibles ayudas para solventar las 
carencias y problemas detectados.(queja 18/4126, queja 18/7251, queja 19/0379, queja 19/1314). 

…

1.7.2.2. Supervisión de las actuaciones de los Servicios 
Sociales Comunitarios

Nuestra intervención en las quejas o denuncias relativas 
a situaciones de riesgo se centran en verificar el correcto 
funcionamiento de los instrumentos de detección e intervención 
social. Asimismo que esta intervención resulta congruente con 
las competencias asignadas a la corporación local y que es 
razonablemente eficaz. 

“Velamos por el 
funcionamiento de los 
instrumentos para la 
detección de situaciones 
de riesgo de menores”
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Queremos centrar nuestra atención en otro de los aspectos que guarda relación con la prevención: 
que la Administración se anticipe a problemas futuros dando respuesta a unos indicadores de riesgo 
que de no ser atendidos a tiempo pueden dar lugar a situaciones de riesgo grave, de difícil solución.

Sobre este particular debemos recordar la necesidad de actualizar la normativa autonómica para 
clarificar el procedimiento que deben seguir por las Corporaciones Locales de Andalucía ante las 
denominadas «declaraciones de riesgo». Se trata de dar respuesta a las previsiones de la Ley 26/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia. 

Hasta el momento en nuestra Comunidad Autónoma el procedimiento para la declaración de 
desamparo de un menor se encuentra regulado en el Decreto 42/2002, de 12 de febrero, del régimen 
de desamparo, tutela y guarda administrativa y las consecuentes medidas al respecto. Sin embargo, 
dicha norma no contempla referencia alguna al procedimiento y actuaciones consecuentes a una 
previa «declaración de riesgo», que se habría de realizar en el ámbito de los servicios sociales del 
municipio, tratándose esta de una de las novedades introducidas por la Ley 26/2015 a la que antes 
hemos hecho alusión. (queja 19/0461, queja 19/5322, queja 19/5561, queja 19/5734).

De tenor diferente son las quejas relativas a la insuficiencia de las prestaciones de que disponen las 
Administraciones Públicas para paliar el contexto que propicia la situación de riesgo: Prestaciones para 
atenuar la carencia de vivienda adecuada; escasez de ayudas económicas para solventar problemas 
puntuales o ayudar a salir de una crisis en la economía familiar (queja 19/4611; queja 19/6293). 

Como contrapunto, también se han de destacar las quejas que inciden en un exceso de celo de 
los profesionales de los servicios sociales comunitarios por efectuar un seguimiento detallado y 
exhaustivo de la evolución familiar y afectar a la privacidad de la vida en familia (queja 19/0982 y 
queja 19/1088). 

1.7.7. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y Resoluciones 
no aceptadas

1.7.7.1. Actuaciones de oficio
– Queja 19/0008, dirigida a la Delegación de Servicios Sociales del Ayuntamiento de Córdoba, relativa a 

la denuncia que hace una persona de que su vecina maltrata psicológicamente, y a veces físicamente, al 
hijo de dos años y medio de edad.

– Queja 19/2198, dirigida al Ayuntamiento de Alcalá del Río, relativa a una denuncia anónima sobre la 
situación de riesgo de dos hermanos residentes en San Ignacio del Viar.

– Queja 19/2280, dirigida al Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla, relativa a 
una familia que se dedica a la venta de drogas en el domicilio en el que vive un bebé.

– Queja 19/2710, dirigida al Ayuntamiento de Mengíbar (Jaén), relativa a la situación de riesgo de 2 
hermanos, como consecuencia de las discusiones y peleas entre los progenitores.

– Queja 19/3305, dirigida al Ayuntamiento de Almería, relativa a unos menores en riesgo por residir en 
vivienda con peligro de derrumbe, en condiciones higiénicas deplorables y por ser utilizados para ejercer 
la mendicidad.

– Queja 19/3711, dirigida al Ayuntamiento de Torremolinos (Málaga), relativa a la exclusión que sufrió un 
niño autista, del campamento de verano de Torremolinos por sus dificultades de comunicación.

– Queja 19/4632, dirigida al Área de Bienestar Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la 
situación de riesgo que sufre un niño de cuatro años, residente en una barriada de Sevilla.

– Queja 19/4633, dirigida al Ayuntamiento de Vejer de la Frontera, relativa a la posible situación de 
riesgo de un menor de ocho años.

– Queja 19/5534, dirigida al Ayuntamiento de Osuna, relativa a una denuncia anónima sobre menores en 
riesgo como consecuencia de los problemas con el alcohol y las drogas de sus progenitores.

– Queja 19/5867, dirigida a los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Linares, relativa a la denuncia 
anónima que se recibe en esta Institución, sobre la situación de riesgo de una menor de 12 años.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/investigamos-la-denuncia-por-la-expulsion-de-un-nino-autista-de-un-campamento-de-verano
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– Queja 19/6147, dirigida al Ayuntamiento de Bollullos de la Mitación, relativa a la denuncia anónima 
que se recibe en esta Institución sobre la situación de riesgo de una niña de 2 años cuyos padres son 
drogodependientes.

– Queja 19/6148, dirigida al Ayuntamiento de Sevilla, relativa a la situación de riesgo de una adolescente, 
cuyo entorno familiar se dedica a la prostitución.

– Queja 19/6292, dirigida los Servicios Sociales del Ayuntamiento de Nijar, relativa a unos menores en 
riesgo.

– Queja 19/6293, dirigida al Ayuntamiento de La Zubia (Granada), relativa a la posible situación de riesgo 
que sufren dos hermanos, menores de edad.

– Queja 19/6458, dirigida a la Delegación de Asuntos Sociales del Excmo. Ayuntamiento de Málaga, 
relativa a la denuncia anónima, que se recibe en esa Institución sobre la situación de riesgo de cuatro 
hermanos, menores de edad.

1.8. Justicia, Prisiones y Política Interior
1.8.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.8.2.1. Justicia

…
Las quejas que se tramitan en esta Defensoría en 2019, están relacionadas con el incumplimiento de la 

normativa en relación a la retirada de honores, cambio en la nomenclatura del callejero o la presencia de 
símbolos, lo que llevó a diferentes asociaciones memorialistas a solicitar la intervención de esta Institución 
frente a la inacción de las respectivas corporaciones locales.

Así, ante el Ayuntamiento de Huelva iniciamos el expediente de queja 19/0202 al persistir los honores 
declarados por dicha Corporación en relación con personas relacionadas con la guerra civil y el régimen 
político posterior, así como la nomenclatura en el callejero, igualmente inadecuada a estos efectos. Si bien 
hemos sido informados recientemente de la “... retirada de los títulos de hijos adoptivos de la ciudad a 
D. Gonzalo Queipo de Llano, D. Gregorio Haro Cumbreras y D. Henrique de Melo Barreto … Igualmente, 
se ha retirado la medalla de honor de la ciudad a D. Gonzalo Queipo de Llano ...”, ante la falta de 
información al resto de cuestiones, hemos procedido a dar traslado al promotor del expediente para que 
inste lo que a su derecho interese con indicación de las cuestiones que han sido solicitada y que están aún 
pendientes de resolver.

En el caso del Ayuntamiento de Córdoba, debemos reseñar dos expedientes, en el primero -queja 
19/0906 - los promotores solicitaban la retirada de la “Gran Cruz de los Caídos” como símbolo contrario a 
la normativa de Memoria Democrática, y tras la recepción de los preceptivos informes procedimos dictar 
Resolución dirigida a la Corporación Local, que concluía acordando lo siguiente:

 RECOMENDACIÓN para que se ejecute la retirada de la “Gran Cruz de los Caídos” de la ciudad de 
Córdoba, como símbolo contrario a la legislación vigente, dando cuenta de las actuaciones específicas 
dirigidas hasta el cumplimiento de dicha obligación”.

Sin embargo, la respuesta a dicha Resolución fue del siguiente tenor:
“1.- Que la referida Cruz se halla en terrenos propiedad de la Subdelegación del Gobierno de España, 

por lo que entendemos que al ser otra Administración Pública la implicada, le corresponde a ella la 
aplicación de las medidas que en su caso correspondan.

2.- Que en cualquier caso, y en el afán de colaborar con esa Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz, le 
informo que existe sobre el tema que nos ocupa, un importante documento precedente (que le adjuntamos 
a la presente contestación) firmado por Doña Angeles Alastrúe Campo, Secretaria de la Comisión Técnica 
de Expertos de la Ley de la Memoria Histórica, creada por Orden CUL/459/2009 y que certifica que en 
la sesión plenaria del citado órgano del día 17 de diciembre de 2009, se adoptó el siguiente acuerdo en 
relación al elemento que nos referencia en el expediente:

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/instamos-a-que-se-retire-la-gran-cruz-de-los-caidos-de-la-ciudad-de-cordoba

